El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación.
Providencia:


Sentencia TUTELA – 2ª Instancia - 21 de octubre de 2016

Radicación Nro. :


66001-31-18-001-2016-00095-01
Accionante:


Jhon Edier Valencia López
Accionados:


Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira.

Proceso:



Acción de Tutela 

Magistrado Ponente:

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

TEMA:




TRABAJO / LIBERTAD / REDENCIÓN DE PENA POR TRABAJO / NO SURTIÓ EL PROCEDIMIENTO / NO FUE AUTORIZADO / NIEGA / “Al procedimiento previsto por las normas transcritas no se sometió el aquí accionante, pues no solicitó a la Junta de Evaluación de Trabajo, Estudio y Enseñanza del establecimiento de reclusión demandado autorización para desarrollar la labor; ni presentó el plan de trabajo con descripción de la tarea a realizar y demás aspectos a que se refiere la última norma transcrita. En consecuencia, tampoco obtuvo la aprobación de la referida Junta, ni presentó el informe sobre cumplimiento para así alcanzar la certificación que pretende se mande expedir por vía de tutela.

No bastaba pues con obtener del Juez de Control de Garantías autorización para trabajar; debía el demandante además atender las disposiciones citadas, a las que no se sometió y ese pasivo comportamiento impide otorgar el amparo solicitado, tal como lo concluyó el juez de primera instancia.

Aunque muchos de los argumentos en que se sustenta el recurso son ciertos, aquellos que de manera concreta le sirven al actor como sustento de la impugnación no serán acogidos por la Sala, pues la entidad demandada no le ha lesionado derecho fundamental alguno; fue el citado señor quien desconoció el procedimiento previsto para obtener lo que pretende por medio de tutela y que sea ilógico que aunque haya trabajado seis meses, el INPEC no se haya dado cuenta, no justifica revocar la sentencia impugnada, pues cosa como esa pudo acaecer por muchas causas de las que, sin más, no resulta posible responsabilizar a la referida entidad, a la que no se puso en conocimiento la labor que estaba ejecutando el citado señor.”

------------------------------------------------------

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No. 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, octubre veintiuno (21) de dos mil dieciséis (2016)


Acta No. 507 de 21 de octubre de 2016

Expediente No. 66001-31-18-001-2016-00095-01
Decide la Sala la impugnación interpuesta por la parte actora frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 13 de septiembre último, en la acción de tutela que instauró el señor Jhon Edier Valencia López, por intermedio de apoderado judicial, contra el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el apoderado del actor los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El señor Jhon Edier Valencia López fue detenido el 27 de septiembre de 2015 por la comisión de un hurto calificado y agravado y el día 28
, por orden del Juzgado de Control de Garantías de Dosquebradas, se le concedió la detención preventiva en su lugar de residencia, mientras se surtía el proceso.

1.2 El 4 de enero de 2016 inició labores como oficial de construcción para el señor Juan Carlos Marín Jiménez, las que  terminó el 4 de abril del mismo año, lógicamente con el respectivo permiso del Juez de Control de Garantías de Dosquebradas.  

1.3 El 15 de ese último mes empezó a laborar como oficial de construcción para el señor Edgar Felipe Cardona y lo hizo hasta el 15 de julio siguiente,  también con el respectivo permiso del Juez de Control de Garantías de Dosquebradas.
1.4 El 6 de julio del año en curso fue condenado a la pena de prisión de 15 meses y 22 días por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Conocimiento de Dosquebradas y se revocó la detención domiciliaria, por lo que desde esa fecha se encuentra detenido intramuralmente en la cárcel de varones de Pereira.

1.5 La ejecución de la condena quedó a cargo del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas, ante el que se solicitó el reconocimiento del tiempo laborado que suma 1.164 horas, autoridad judicial que trasladó la solicitud a la cárcel e igualmente se solicitó a través de oficio los cómputos del tiempo con sus respectivos anexos.
1.6 El 9 de agosto de 2016 el INPEC informó al juzgado que su representado no tiene cómputos de trabajo, es decir, determinó que no realizó ninguna actividad laboral, vulnerando con ello varios de sus derechos fundamentales.
2.- Considera lesionados sus derechos al trabajo y a la libertad y para obtener su protección, solicita se ordene a la entidad accionada realizar el trámite respectivo del cómputo del tiempo laborado para la redención de su pena.

A C T U A C I Ó N    P R O C E S A L

1.- Por auto del 1º de septiembre se admitió la acción contra el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira y se ordenaron las notificaciones de rigor.

2.- La entidad accionada, por medio de su director, informó que efectivamente el actor elevó solicitud el pasado 5 de agosto de 2016, en el sentido de que se le reconocieran las actividades de construcción realizadas mientras estuvo en prisión domiciliaria como tiempo redimido de condena; solicitudes que son resueltas por la Junta de Evaluación, Trabajo, Estudio y Enseñanza JETEE de cada establecimiento penitenciario, cuerpo colegiado responsable de resolverlas y cuya obligación es realizar el respectivo estudio, teniendo en cuenta la actitud y vocación de cada recluso y la disponibilidad del establecimiento de facilitarle la redención, señaladas por la Dirección General del INPEC; se tienen 155 cupos establecidos solo para el personal que se encuentra en detención domiciliaria o en vigilancia electrónica. El señor Jhon Edier Valencia López, debió presentar por escrito la solicitud a la JETEE para que su actividad de trabajo fuese reconocida como redención de pena, junto con copia de la autorización de trabajo emitida por el juez, posteriormente, una vez la JETEE se la autorice, emite orden de trabajo y es a partir de ese momento cuando la actividad genera redención, siempre y cuando el interno presente reportes mensuales por escrito ante la misma junta de trabajo de la actividad realizada. Solicita negar el amparo ya que el procedimiento no se cumplió a cabalidad, pues no solicitó el demandante a la JETEE la orden de trabajo al iniciar actividades y solo aportó documentación al finalizarlas, el 5 de agosto de 2016. Por tal motivo, se hace improcedente concederle la redención solicitada.
3.- Se puso término a la instancia con sentencia del 13 de septiembre de este año en la que se negó el amparo solicitado. Para decidir así, el funcionario de primera instancia, luego de transcribir jurisprudencia sobre el derecho a la libertad, al trabajo y al trabajo carcelario y sus fines de resocialización, además de hacer referencia a los requisitos para acceder a la redención de la pena por trabajo contemplados en la ley 65 de 1993, indicó que le asiste la razón a la entidad demandada al negarse a computar las labores realizadas por el actor, pues es claro que la redención de la pena procede cuando el procesado realiza actividades de trabajo, estudio o educación en coordinación con el establecimiento penitenciario que tenga su custodia, pues estas labores deben ser verificadas; por ello, antes de iniciarlas, se debe contar con el visto bueno del representante del INPEC, para esto fue creado el JETEE; además existen requisitos y planes que no fueron creados de manera arbitraria por estos establecimientos, sino que corresponden a la aplicación de las normas establecidas por el legislador para garantizar el cumplimiento de la función resocializadora de las medidas de detención. No se demostró que la entidad accionada haya lesionado los derechos fundamentales al trabajo y a la libertad del accionante, pues tuvo la oportunidad de laborar mientras su condición de sindicado en prisión domiciliaria así lo permitió y sostuvo vínculos labores por considerables periodos de tiempo, lo que nada tiene que ver con la redención que solicita, pues se trata de acciones independientes, evaluadas por autoridades diferentes y bajo la supervisión del cumplimiento de distintos requisitos. Respecto al derecho a la libertad, consideró que existen limitaciones a su ejercicio, pues el accionante incurrió en la comisión de una conducta delictiva y es obligación del Estado ejecutar las acciones necesarias para garantizar su resocialización, análisis que ya realizó el juez de conocimiento que profirió la sentencia condenatoria.
4.- Inconforme con esa decisión, el apoderado del accionante la impugnó. Argumentó que el trabajo, el estudio y la enseñanza son herramientas que otorga la ley a los detenidos para resocializarse y para menguar el tiempo efectivo de detención, en ese orden de ideas, desconocerlos riñe con el derecho a disminuir su tiempo de detención y acortar la ausencia de su núcleo familiar. Lo procedimental no pude reñir con derechos fundamentales; su representado y anterior apoderado pidieron permiso para laborar a la autoridad adecuada para otorgarlo, el Juez de Control de Garantías, que lógicamente debió indicar al INPEC la novedad, de lo contrario su representado se arriesgaba a ser sorprendido en flagrante evasión. No es lógico que una persona haya laborado por seis meses y que el INPEC diga que no estaba al tanto de ello y que no pudieron corroborar que la labor se cumpliera, lo que atenta contra el principio de la buena fe, tanto del condenado como de sus empleadores.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

De acuerdo con lo anterior, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.

2.- Corresponde a esta sala decidir si la entidad demandada lesionó los derechos cuya protección invoca el demandante, al no expedirle constancia sobre los cómputos de trabajo laborados para obtener la redención de la pena de prisión que se le impuso. 
3.- Están demostrados en el plenario los siguientes hechos:

3.1 El Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas, en audiencias celebradas los días 23 de noviembre de 2015, 19 de enero y 20 de mayo de 2016, concedió permiso para trabajar al señor Jhon Edier Valencia López, quien se encuentra en detención preventiva en su lugar de residencia
.

3.2 Los señores Edgar Felipe Cardona y Carlos Marín Jiménez certificaron que el señor Jhon Edier Valencia López laboró y cumplió en su totalidad con los contratos que con ellos celebraron y discriminaron las horas por él trabajadas; adjuntaron los respectivos contratos
.

3.3 El 5 de agosto de 2016 el apoderado judicial del actor solicitó al Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, se reconociera como redención, el tiempo que ha laborado con autorización del Juzgado de Control de Garantías y que corresponde a 1.164 horas
.

3.4 El 5 de septiembre último la entidad demandada informó al abogado José Julián González Rojas, en respuesta a la petición que elevó respecto del accionante, que no se encontró registro alguno de solicitud ante la Junta de Evaluación, Trabajo, Estudio y Enseñanza para redención de pena en actividades extramurales y/o actividades en domicilio y que las realizadas en el tiempo a que alude no podían ser reconocidas como redención. Le indicó el procedimiento que deben seguir las personas que se encuentran en prisión domiciliaria, con vigilancia electrónica, para acceder a redención por trabajo, para lo cual le transcribió el artículo 18 de la resolución 3190 del 23 de octubre de 2013
.
4.- La Resolución 3190 del 23 de octubre de 2013 "Por la cual se determinan y reglamentan los programas de trabajo, estudio y enseñanza válidos para evaluación y certificación de tiempo para la redención de penas en el Sistema Penitenciario y Carcelario administrado por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario — INPEC, modifica la resolución 2392 de 2006 y deroga las resoluciones 13824 de 2007 y 649 de 2009", dice en el artículo 17: "PROGRAMAS VALIDOS EN PRISIÓN DOMICILIARIA, DETENCIÓN DOMICILIARIA Y VIGILANCIA ELECTRÓNICA: Los(as) internos (as) a quienes la autoridad judicial competente haya impuesto prisión, detención domiciliaria o medida de vigilancia electrónica que hayan sido reseñados y dados de alta, podrán solicitar a la Junta de Evaluación de Trabajo, Estudio y Enseñanza del respectivo Establecimiento de Reclusión que se encuentren adscritos, autorización para desarrollar los programas ocupacionales (trabajo, estudio y enseñanza) contenidos en la presente Resolución.- Se incluyen las actividades de trabajo en los sectores industriales artesanales y de servicios que no están contempladas en la presente resolución y que son legales atendiendo Clasificación de Actividades Económicas CIIU que emita el Gobierno.”
Y el 18 expresa: “En caso de acogerse a los programas de trabajo, el interno presentara solicitud y plan de trabajo que contenga descripción de la labor a realizar, lugar en donde realizará la actividad, tiempo de dedicación a la misma y horario, dirigido a la Junta de Evaluación de Trabajo, Estudio y Enseñanza (JETEE) del respectivo Establecimiento.- Lo anterior deberá estar documentado permitiendo evidenciar la legalidad de la actividad económica. Una vez que es aprobado por la JETEE, el interno debe allegar la constancia de tiempo efectivamente laborado (cuando esté vinculado a una empresa) y para la certificación de horas, debe presentar mensualmente un informe de cumplimiento de la labor expedidos por el empleador o del plan de trabajo que fue aprobado por la JETEE.- La certificación de tiempo se expedirá solo a partir de la fecha de autorización por parte de la Junta de Evaluación de Trabajo, Estudio y Enseñanza (JETEE) y no será retroactivo.”
Al procedimiento previsto por las normas transcritas no se sometió el aquí accionante, pues no solicitó a la Junta de Evaluación de Trabajo, Estudio y Enseñanza del establecimiento de reclusión demandado autorización para desarrollar la labor; ni presentó el plan de trabajo con descripción de la tarea a realizar y demás aspectos a que se refiere la última norma transcrita. En consecuencia, tampoco obtuvo la aprobación de la referida Junta, ni presentó el informe sobre cumplimiento para así alcanzar la certificación que pretende se mande expedir por vía de tutela.
No bastaba pues con obtener del Juez de Control de Garantías autorización para trabajar; debía el demandante además atender las disposiciones citadas, a las que no se sometió y ese pasivo comportamiento impide otorgar el amparo solicitado, tal como lo concluyó el juez de primera instancia.

5.- Aunque muchos de los argumentos en que se sustenta el recurso son ciertos, aquellos que de manera concreta le sirven al actor como sustento de la impugnación no serán acogidos por la Sala, pues la entidad demandada no le ha lesionado derecho fundamental alguno; fue el citado señor quien desconoció el procedimiento previsto para obtener lo que pretende por medio de tutela y que sea ilógico que aunque haya trabajado seis meses, el INPEC no se haya dado cuenta, no justifica revocar la sentencia impugnada, pues cosa como esa pudo acaecer por muchas causas de las que, sin más, no resulta posible responsabilizar a la referida entidad, a la que no se puso en conocimiento la labor que estaba ejecutando el citado señor.

6.- En consecuencia, se confirmará la sentencia impugnada ya que como no se ha producido lesión a derecho fundamental que justifique la tutela, el amparo solicitado está llamado a fracasar. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala No. 1 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E 

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 13 de septiembre último, en la acción de tutela que instauró el señor Jhon Edier Valencia López contra el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira.

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- Remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
  (Ausente con causa justificada)
DUBERNEY GRISALES HERRERA
� No se menciona mes ni año.


� Folios 7 a 10, cuaderno No. 1


� Folios 11 a 15, cuaderno No. 1


� Folio 16, cuaderno No. 1


� Folio 6, cuaderno No. 2
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